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Resumen: el presente trabajo estudia si el derecho a la protesta 
puede ser considerado como un “nuevo” derecho fundamental, 
o bien si es tan solo el nombre que otorgamos a determinadas 
formas de ejercicio de los derechos de reunión y manifestación. 
A tal efecto, se realiza una aproximación conceptual al derecho, 
se lo inscribe en el contexto de los conflictos sociales y políti-
cos de los últimos años, y se discute su encuadramiento en las 
normas que desarrollan los referidos derechos. Se traen a cola-
ción algunos casos relevantes y se establece, como conclusión, 
que el derecho a la protesta, sin llegar a ser un nuevo derecho, 
sí ejerce un impacto decisivo en las concepciones actuales de 
los derechos de reunión y manifestación.

Abstract: the article explores whether the right to protest 
can be considered a “new” fundamental right, or if it is just the 
name we give to certain forms of exercising the rights of assem-
bly and demonstration. To this end, a conceptual approach to 
the law is made, it is inscribed in the context of the social and 
political conflicts of recent years, and its framing in the norms 
that develop the aforementioned rights is discussed. Some re-
levant cases are brought up and it is established, in conclusion, 
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that the right to protest, without becoming a new right, does 
have a decisive impact on the current conceptions of the rights 
of assembly and demonstration.

Palabras clave: derecho a la protesta, nuevos derechos, dere-
chos de reunión y manifestación.

Keywords: right to protest, new rights, rights of assembly and 
demonstration.

Sumario: I. ¿De qué hablamos? Precisiones conceptuales. II. 
¿No es esto lo que tenemos? III. Conclusión: una cuestión de 
nombre, pero sobre todo de interpretación. Referencias.

I. ¿De qué hablamos? Precisiones conceptuales

¿Es en verdad el derecho a la protesta un nuevo derecho con 
perfiles diferenciados con respecto a otros derechos que se nos 
pueden aparecer prima facie como asimilables o muy próximos 
conceptualmente hablando? Además de los derechos de reunión 
y manifestación “que ya en sí mismos obligan a entrar en preci-
siones para esclarecer de qué hablamos exactamente” otros can-
didatos a disputar al derecho a la protesta el carácter de derecho 
emergente o in fieri, podrían ser el derecho de resistencia o inclu-
so el derecho a la desobediencia, ambos derechos de larga data, 
pero que podrían tenerse por derechos “dormidos” o poco fre-
cuentados desde el punto de vista práctico. Empezando por este 
último, no es difícil percibir que el contenido que comúnmente 
se asocia a la desobediencia cuadra mal con las características 
que se le asignan al derecho a la protesta como una acción social 
o derecho de ejercicio colectivo. La desobediencia civil tiene un 
carácter rigurosamente individual y se asocia a un incumplimien-
to consciente y obstinado de deberes o de obligaciones públicas 
en razón de las convicciones ideológicas (o morales o religiosas) 
del desobediente.  Filósofos del Derecho de tanto renombre como 
Rawls o Dworkin, cuando hablan de la desobediencia civil, des-
tacan el rasgo que tiene la desobediencia como incumplimiento 
deliberado de una ley dirigido a impugnar su legitimidad y/o a 
reclamar la derogación de la misma. 
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Por lo que se refiere al derecho de resistencia, nos encontra-
mos con uno de los derechos de más hondo raigambre en el de-
venir del pensamiento político; un derecho “él mismo resistente” 
que reaparece con singular fuerza simbólica, desde la escolástica,  
en los momentos estelares del surgimiento de lo constitucional, 
con la denuncia de los agravios pasados como presupuesto, y con 
el espaldarazo solemne que le confiere su presencia en el selecto 
elenco de derechos que, a modo de concentrado introductorio, 
enuncia el artículo 2 de la Declaración francesa de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano. En llamativo contraste con el esca-
so interés que muestra por el derecho de resistencia el constitu-
cionalismo escrito de las siguientes décadas, tal derecho volverá 
a tener un momentum estelar en 1968, con ocasión de la reforma 
constitucional que adicionó al artículo 20 de la (entonces llama-
da Ley Fundamental de Bonn) un Párrafo 4 en el que se dice que 
“Contra cualquiera que intente eliminar este orden todos los ale-
manes tienen el derecho de resistencia cuando no fuera posible 
otro recurso”. “Este orden” es el del Estado federal, democrático 
y social, que el propio artículo 20 enuncia como “fundamento del 
orden estatal” al que se le asigna en el artículo 79 el carácter de 
“cláusula de eternidad” o norma irreformable. 

También la Constitución de Portugal de 1976 y la de Ecuador 
de 2008 se refieren al derecho de resistencia, en este último caso 
con el añadido de la posibilidad de reivindicar nuevos derechos. 
Según la interpretación más extendida, nos hallamos ante dis-
posiciones que enuncian una última ratio de defensa del Estado 
de derecho ante un peligro existencial (una “errata molesta, que 
desgraciadamente ya no se puede corregir”, dijo irónicamente 
Kaufmann a propósito de la reforma alemana de 1968 que in-
trodujo el derecho de resistencia), un oxímoron lógico jurídico 
o trampantojo de efectos más simbólicos que reales y cuyo va-
lor radica en lo que tiene de reafirmación de los fundamentos 
axiológicos de la Constitución frente a los horrores del pasado, 
trasladada al lenguaje de los derechos o, mejor, al de los derechos 
que son al mismo tiempo deberes de conservación y restauración 
cuando el ordenamiento jurídico ha perdido la posibilidad fáctica 
de hacer frente a la injusticia y a su propia destrucción.

Con ese nombre –o a veces refiriéndose a él como un derecho 
a la resistencia puesto al día –el derecho a la protesta tiene hoy 
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valedores que, depurándolo de los componentes de “caso extre-
mo” o “último recurso”, reclaman para él un lugar destacado en el 
repertorio de los derechos por lo que significa para acrecentar la 
calidad de la democracia. A veces se lo relaciona con la importan-
cia que tienen las libertades expresivas en el constitucionalismo 
democrático; singularmente por la conexión simbiótica entre la 
libertad de expresión y el ideal regulativo del autogobierno, tal 
y como lo han explicado en la doctrina norteamericana Alexan-
der Meiklejhon o contemporáneamente Owen Fiss. Este último 
en sus importantes aportaciones sobre la libertad de expresión 
(que cuentan con traducción española) ha insistido en el carác-
ter nuclear de la libre determinación sobre el modelo de vida en 
común (lo que él llama el principio de la elección meditada); ha 
explicado las razones por las cuales la realización efectiva de tal 
principio depende del compromiso sostenido con un debate pú-
blico “desinhibido, vigoroso y completamente abierto” (por de-
cirlo con los adjetivos que utilizó el Tribunal Supremo en el céle-
bre caso New York Times vs. Sullivan); y ha advertido de manera 
rotunda y pionera sobre las tensiones que se producen entre el  
interés público basado en la conservación de dicho compromiso 
y la concurrencia de intereses de carácter privado/empresarial 
que empujan en una dirección no necesariamente acorde con el 
mismo.

Pero sin duda quien más enfáticamente se ha ocupado del 
derecho a la protesta, con una mira encomiástica que cuadra a 
la perfección con sus ideas sobre el carácter deliberativo de la 
democracia (y más recientemente sobre el Derecho como una 
“conversación entre iguales”) es Roberto Gargarella. En esta últi-
ma y notable aportación –que es a la vez un examen de las expec-
tativas no atendidas por la democracia, y un prontuario de solu-
ciones concebidas para cumplirlas– Gargarella insiste en el valor 
de la confianza democrática. Con fundamento en ella, defiende la 
necesidad de instituciones sensibles a lo que la ciudadanía afirma 
y remarca cuando se pone en pie por ciertos temas, Y concluye: 

el ideal regulativo sugiere prestar especial atención a los reclamos 
sociales que persisten en el tiempo […]; y por ello también propone 
considerar como primero el derecho a la protesta, porque entiende 
que la ciudadanía no toma como un pasatiempo los graves costos y 
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riesgos que implica la protesta, ni los afronta por divertimento, sino 
por su necesidad de expresar algo que le importa y que el sistema 
institucional no le ayuda a expresar de otro modo. 

Cabría preguntar si es cierto que el sistema institucional no 
ayuda, habida cuenta de que el mismo incluye, en la democracia 
constitucional, el respeto de los derechos y, entre ellos, el de los 
derechos de reunión y manifestación. Creo que el iusfilósofo ar-
gentino es bien consciente de ello, como lo acreditan sus extensos 
alegatos sobre los derechos fundamentales que encontramos en 
otras partes del libro. A buen seguro se refiere a las insuficiencias 
del sistema institucional medido desde los inconvenientes y los 
déficits que acusan los diseñados precisamente para dar vida a la 
representación política. Por eso insiste: “las instituciones de una 
sociedad igualitaria deben mostrarse especialmente sensibles 
frente a esas manifestaciones, tratando de reconocer y tomar en 
cuenta el valor de los reclamos (aunque sus formas no les gusten, 
aunque sus mensajes las irriten, aunque coyunturales diferencias 
ideológicas las muevan hacia el lado contrario”). Y quizá la clave 
esté ahí: en las formas, más que en los contenidos más o menos 
“chocantes” o “irritantes”. 

En las aportaciones anteriores, Gargarella ya se había ocupa-
do del valor del derecho a la protesta en lo que tiene de reivindi-
cación esencial de derechos desatendidos, y había escrito exten-
samente sobre cuáles son (y, sobre todo, sobre cuáles deberían 
ser) las respuestas judiciales frente a las protestas. Él toma como 
referencia los “piqueteos”, los cortes de tráfico y las demás formas 
de protesta que se sucedieron en Argentina durante la década de 
los 90 y más allá. Y lo hace con el presupuesto de los debates nor-
teamericanos sobre la doctrina del “foro público”, puesta en pie 
por el Tribunal Supremo a partir del caso Hague contra Commit-
tee for Industrial Organization, en el que se realiza un intento de 
encuadrar los márgenes de los que dispone el Gobierno a la hora 
de regular el derecho a reunirse en las calles y en los parques para 
expresarse sobre asuntos de interés público En línea de princi-
pio, las regulaciones (y las restricciones) deben ser neutrales al 
contenido de las protestas, por lo que su justificación solo puede 
basarse en razones relacionadas con el tiempo (no a las 3 de la 
mañana, por ejemplo), el lugar y la propia forma (o modalidad) 

553 | 

Sociedad digital y democracia



de la manifestación. La jurisprudencia norteamericana completa 
esa idea central con un par de principios que el propio Gargare-
lla (re)denomina como el principio de la “distancia deliberativa” 
y el principio de las “violaciones sistemáticas”. De conformidad 
con el primero de ellos (que el Tribunal Supremo desarrolló en el 
caso Adderley contra Florida), cuanto más marginado del debate 
público se encuentre un grupo por razones ajenas a su voluntad, 
más receptivos han de ser los jueces a las demandas de dicho 
grupo y mayor protección debe dispensar a los medios elegidos 
para hacerlas valer, por muy desafiantes que sean. Y conforme 
al segundo, cuando se trata de la denuncia de vulneraciones ma-
sivas de derechos básicos que se han ido arrastrando a lo largo 
del tiempo, es decir, cuando se pone de manifiesto una situación 
de injusticia grave y flagrante, las autoridades públicas deberían 
permitir y justificar ciertas acciones, incluso disruptivas, que se-
rían rechazables en otras circunstancias.

II. ¿No es eso lo que tenemos?

Los dos principios expuestos por Gargarella inspirados en la 
jurisprudencia norteamericana, y sobre todo el segundo de ellos, 
se aproximan bastante a lo que podría ser uno de los enunciados 
básicos de cualquier teoría de la justicia. Nadie con un mínimo 
de sensibilidad democrática negaría que hay protestas e incluso 
modos de protestar que merecen más respeto y consideración 
que otros. La cuestión es si es esa idea tan elemental tiene res-
paldo jurídico, de manera que, de ser así, habría una escala de 
tolerancia frente a la protesta que obligaría a considerar (contra-
riamente a la idea de la neutralidad frente al contenido) qué es lo 
que se reclama, cuáles son las razones que avalan la reclamación, 
y hasta qué punto deben admitirse modalidades de protestar que, 
por su forma de materializarse, puedan resultar especialmente 
chocantes o molestas. 

Naturalmente ningún régimen jurídico desciende tanto en 
la casuística como para establecer reglas sobre los márgenes de 
tolerancia con los que deben operar quienes tienen que decidir.  
Lo propio del Derecho de los derechos es fiar las cosas a la capa-
cidad de los principios para guiar la búsqueda de soluciones de 
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caso razonadas a partir de argumentos y balances ponderativos. 
Se enuncia el derecho, se lo delimita mediante enunciados más 
o menos precisos y, a veces, se fijan límites expresos que se yux-
taponen a los que el intérprete puede “descubrir” en el conjunto 
de las estipulaciones constitucionales. Si hay alguna prevención 
es frente al legislador antes que ante el juez. Por eso se hace la 
llamada al respeto del contenido esencial para la ley que regule el 
ejercicio del derecho (artículo 53.1 CE). Y a través de ese juego 
de habilitaciones al legislador y de prevenciones frente a lo que 
pueda hacer a la hora de encuadrar el derecho fundamental en 
marcos regulativos es como las normas adquieren “densidad diri-
gente”, esto es, capacidad para circunscribir la capacidad re-crea-
dora del intérprete “o de los sucesivos intérpretes del caso” a 
márgenes razonables. 

Para ciertos teóricos de la protesta esta jamás podría ajus-
tarse a formalidades jurídicas o reglamentaciones sin perder su 
prístino sentido como fenómeno político de carácter disruptivo. 
Regularlo vendría a ser “de manera semejante a lo que ocurre 
con el derecho de resistencia, pero por razones que no son las 
mismas” una neutralización inadmisible de su potencial sentido 
“rompedor”. En un lugar destacado encajan aquí las reflexiones 
de Judith Butler sobre el We the People y la teoría performativa 
de la asamblea, que es una reivindicación de la legitimidad in-
condicionada del “cuerpo político” emancipado del Derecho y de 
las estructuras estatales para reafirmarse como soberano. Es ver-
dad que entre la fluidez del ejercicio de las libertades de reunión 
y manifestación y el fárrago de las normativas que lo propician, 
pero a la vez lo condicionan y lo limitan, existe una tensión. 

Hay por así decir una parquedad un tanto tosca en la enun-
ciación básica del derecho que propicia reglamentaciones que 
a menudo cargan la mano sobre las limitaciones y acaban pro-
duciendo una monitorización sobre el ejercicio que puede ser 
propositiva “digamos bajo la forma de un soft law minucioso y 
garantista” o reactiva, bajo la especie de resoluciones judiciales 
amparadoras cuya impronta se deja sentir mucho más allá de las 
singularidades del caso. 

Si nos fijamos en el artículo 21 de la Constitución españo-
la y en los desarrollos normativos y jurisprudenciales todo esto 

555 | 

Sociedad digital y democracia



se cumple a rajatabla. Tenemos un enunciado básico que actúa 
como prescripción general: el derecho a reunirse de manera pa-
cífica está garantizado. Luego viene la proscripción garantista 
(se supone que también genérica) expresada como regla: el ejer-
cicio del derecho no necesitará autorización previa. Los proble-
mas comienzan en el Párrafo Segundo, que parece sujetar el caso 
específico “el de las reuniones en lugares de tránsito público y 
manifestaciones” a un régimen particular en sí mismo confuso y 
contradictorio: hay que comunicar (“se dará comunicación previa 
a la autoridad”, se dice con lenguaje arcaico), y de la obligación 
de hacerlo se deriva una correspondiente potestad pública sobre 
la pretensión de ejercitar el derecho que, para el caso de la prohi-
bición, aparece enmarcada en férreos parámetros: esta solo pro-
cederá “cuando existan razones fundadas de alteración del orden 
público, con peligro para personas o bienes”.

 Situándonos bajo el “velo de ignorancia” de los ulteriores 
desarrollos, resulta todo bastante problemático. En primer lugar, 
porque si la regla general es la no necesidad de comunicación del 
artículo 21.1, no se entiende el carácter imperativo con el que 
se contempla la comunicación en el artículo 21.2. Ello salvo que 
dicha regla general lo sea solo para la reunión en espacios priva-
dos, y no para los espacios públicos. Pero entonces, si trazamos la 
barrera en el espacio, privado en el caso del 21.1, y público en el 
21.2, lo que no tendría sentido es la referencia al carácter “pacífi-
ca y sin armas”, que parecería pensada para la reunión en espacio 
privado, pero no para los lugares de tránsito público. Una glosa 
en sí misma paradójica y absurda por cuanto si en algún lugar 
es más necesario que en otro el condicionante es en el espacio 
público. Con lo cual no queda más remedio que concluir que la 
“delimitación” de partida tiene un efecto irradiante sobre todos 
y cada uno de los entresijos del régimen jurídico, sea cual fuere 
el lugar o la modalidad (estática o dinámica) de la reunión. Y 
siendo ello así, se entienden mejor la cortapisa que el propio ar-
tículo 21.2 enuncia con respecto a la respuesta de la autoridad y 
la propia necesidad (conveniencia más bien) de la comunicación, 
que es, más que ninguna otra cosa, propiciatoria para el ejercicio 
del derecho.

Por lo demás, es verdad que la referencia al orden público, 
en sí misma y sin más aditamentos, podría hacer saltar todas 
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las alarmas. Orden público es un sintagma que evoca lo peor de 
una trayectoria constitucional errática, pero proclive siempre a 
desentenderse del compromiso constitucional con los derechos. 
Solo mediante una operación de lavado y formateo, que sentó las 
bases para una interpretación del orden público compatible con 
los derechos fundamentales, fue posible revertir las inercias de 
esa trayectoria. El anclaje del orden público, con sus elementos 
constitutivos, en el ámbito de la sociedad democrática se ha reali-
zado e España bajo el modelo y a semejanza de la técnica emplea-
da por el Convenio Europeo de Derechos Humanos para evitar el 
ensanche ultra vires de las limitaciones. Y ha actuado como el leit 
motiv de los equilibrios normativos y jurisprudenciales dirigidos 
a evitar las lecturas old style del orden público. De ese modo, con 
las exigencias de la sociedad democrática como trasfondo, y a la 
vista de los modos de razonamiento del Tribunal de Estrasburgo, 
en el que dichas exigencias son las que al final inclinan la balanza 
hacia el respaldo de la limitación o hacia la condena del Estado 
demandado, el orden público ha ido perdiendo peso para dejar su 
lugar a otros elementos del régimen jurídico del derecho que son 
los que determinan la legitimidad de las respuestas estatales ante 
su ejercicio. La Ley Orgánica del año 1983, llamada secamente 
“reguladora del derecho de reunión” apenas hizo algo más que 
reproducir los dictados constitucionales. Trazó los contornos del 
ámbito de aplicación (“la concurrencia concertada y temporal de 
más de 20 personas, con finalidad determinada”) y desarrolló en 
sus artículos 8 a 11 los plazos y las formalidades de la comunica-
ción previa, la respuesta de la autoridad gubernativa y el recurso 
contencioso accionable en su caso contra la misma. Todo ello sin 
entrar en más precisiones que pudieran servir de guía para en-
frentar la contradicción de fondo entre la garantía de la proscrip-
ción de un régimen de autorización previa, y el establecimiento 
imperativo de la comunicación previa y por escrito. 

La verdadera sede regulativa de las limitaciones de los dere-
chos de reunión y manifestación han sido las dos grandes leyes 
post constitucionales de seguridad ciudadana: la LO 1/1992 y la 
vigente LO 4/2015. Las dos fueron leyes polémicas y “mediáti-
cas”; se aprobaron tras un proceso de deliberación detenido, con 
intervención relevante de la actividad de Informe (por parte del 
Consejo de Estado y por parte del Consejo General del Poder 
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Judicial) y acabaron siendo objeto de diversos Recursos de In-
constitucionalidad que el TC resolvió en sentencias parcialmente 
estimativas. Si las polémicas en torno a la conocida como “ley de 
la patada a la puerta“ se centraron en las potestades de la policía 
en la persecución del delito, las de la vigente ley lo han sido, so-
bre todo, en torno a la regulación de la actividad sancionadora 
de la Administración, considerada como innecesaria y/o exce-
siva por su profunda incidencia en el ejercicio de los derechos 
que venimos comentando. Acaso el calificativo popular de la ley 
como “ley mordaza” puede resultar algo exagerado, sobre todo si 
se considera que quizá no es achacable a ella sola, sino al efecto 
añadido que generó sobre los derechos a la libertad de expresión 
la importante reforma del Código Penal (LO 1/2015) y los con-
siguientes retoques “expansivos” en la tipificación de los delitos 
de incitación al odio (artículo 510) y de apología del terrorismo 
(artículo 578). 

Pero una vez que el Tribunal eliminó de la ley la sanción por 
difusión “no autorizada” de imágenes de miembros de la policía, 
la parte más polémica de la ley es la relacionada con la punición 
administrativa de las manifestaciones. Ello, unido a las pautas de 
actuación de la propia policía a propósito de la celebración de las 
mismas, resultan a la postre los elementos clave para responder 
a la cuestión de si el derecho a la protesta puede considerarse 
como el ejercicio normalizado (pero con otro nombre) de los de-
rechos del artículo 21 de la Constitución, o bien si estamos ante 
nuevos derechos o nuevos contenidos que desbordan la imagen 
del derecho plasmada en el texto constitucional.

Encuadradas en la correspondiente gradación (muy graves, 
graves y leves), los ilícitos administrativos contemplados en la 
ley pueden clasificarse, a nuestros efectos, en tres grupos: a) el 
que proviene del incumplimiento del requisito de comunicación 
previa, cuya responsabilidad recaerá “dice la ley un tanto enigmá-
ticamente” en los organizadores o promotores (infracción leve 
del artículo 37.1); b) los que provienen de conductas individua-
les con ocasión de manifestaciones, como la negativa a la disolu-
ción (infracción grave del artículo 36.7), o las faltas de respeto y 
consideración hacia los agentes de la policía, o el incumplimiento 
de restricciones de circulación peatonal o itinerario cuando pro-
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voquen alteraciones menores (infracciones leves de los artículos 
37.4 y 37.3); c) restricciones por razón del lugar: la ocupación de 
cualquier inmueble, vivienda o edificio ajenos o la permanencia 
en ellos contra la voluntad del propietario    (infracción leve del 
artículo 37.7), la perturbación grave de la seguridad ciudadana 
con ocasión de reuniones o manifestaciones frente a las sedes del 
Congreso, del Senado o de los Parlamentos autonómicos, aun-
que no estuvieran reunidos (infracción grave del artículo 37.2), 
y reuniones o manifestaciones no comunicadas o prohibidas en 
infraestructuras o instalaciones en las que se prestan servicios 
básicos para la comunidad o en sus inmediaciones (infracción 
muy grave del artículo 35.1).

Dejando de lado –lo que es mucho dejar– las imprecisiones 
y expresiones abiertas de la ley y a falta de un quantum capaz de 
desvelar la foto completa de la actividad administrativa sancio-
nadora (y la de la revisión judicial, que no sería un dato menor) 
desde 2015 para acá, del conjunto de la regulación legal lo que 
puede inferirse es el repudio de las actuaciones violentas como 
la verdadera marca distintiva o criterio abarcador y directriz de 
toda la normativa. Desde la delimitación inicial en sede de Cons-
titución hasta los pormenores de las conductas susceptibles de 
ser sancionadas, nos encontramos con un repudio de lo violento 
que es completo y bidireccional: hacia los manifestantes, sí, pero 
también dirigida hacia la actuación de los poderes públicos en 
relación con la seguridad ciudadana y a las pautas reguladoras 
de su actividad de intervención: solo ante amenazas concretas o 
comportamientos objetivamente peligrosos susceptibles de cau-
sar perjuicios para la seguridad, como dice el artículo 4 de la LO 
4/2015.

Si algo aporta, en definitiva, el derecho a la protesta pacífica a 
los contenidos de los derechos de reunión y manifestación es en 
lo que tal derecho significa para potenciar una concepción de los 
mismos más apegada a las exigencias de la sociedad democráti-
ca. Al tenerlo presente como una pujante e irreversible realidad 
social, se ensancha el ámbito de ejercicio legítimo del derecho 
fundamental en la misma medida en que se contiene y refrena el 
de las limitaciones dimanantes de la intervención administrativa 
y (con mucha más razón) penal. Pero ello con la condición y bajo 
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el presupuesto de que el carácter o el modo de la protesta, en el 
que caben incumplimientos puntuales de exigencias legales “típi-
camente, la obligación de la comunicación previa” nunca podrá 
dar respaldo a actuaciones violentas que vayan más allá de las 
molestias o coacciones simbólicas ocasionadas a terceros como 
consecuencia del despliegue de la propia protesta.  

III. Conclusión: una cuestión de nombre, 
 pero sobre todo de interpretación

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional, desde la impor-
tante STC 66/1995, hasta la aprobada en noviembre de 2023 afir-
mando el derecho que amparaba a la UGT para manifestarse el 8 
de marzo de 2021, durante el segundo estado de alarma, que le 
fue negado en sede administrativa y judicial, está llena de dicta 
que valoran positiva y enfáticamente la ocupación del espacio 
público como un mecanismo vigoroso de participación democrá-
tica. Lo que vemos consolidarse ahora, sobre todo gracias a las 
aportaciones de los órganos supranacionales de garantía de los 
derechos –con la Corte Interamericana y el Tribunal Europeo en 
un lugar destacado –pero también gracias a la actividad de rela-
toría e informe de organizaciones e instancias de la sociedad in-
ternacional, es el lugar que va ocupando el derecho a la protesta 
en el núcleo mismo de los derechos políticos y de participación 
democrática.

En buen número de resoluciones judiciales observamos que 
el derecho a la protesta se convierte en el eje vertebrador de razo-
namientos que se inclinan a encuadrar determinadas conductas 
dentro del ámbito del ejercicio legítimo de derechos fundamen-
tales. En el caso de España, al hilo del clima de protesta social de 
2011 en adelante, pueden aducirse en este sentido resoluciones 
a propósito de ciertos “escraches” ante el domicilio de la enton-
ces vicepresidenta del Gobierno, o sobre iniciativas de gran re-
sonancia en su momento como la de “Ocupa el Congreso”, o las 
del caso “Aturem el Parlament”. Es verdad que las que cito, con 
excepción de la del Tribunal Constitucional, son anteriores a la 
aprobación en 2015 de la LOPC. Pero no creo que las novedades 
que haya podido aportar dicha norma sean de tal entidad como 
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para alzar un muro frente a la irrupción de la protesta en tanto 
que un derecho que reclama su lugar en el elenco de los derechos 
de mayor rango. Si acaso, lo que la ley ha propiciado es un re-
verdecer de los debates en torno al contenido esencial (o mejor 
sobre los contenidos básicos y concomitantes) de los derechos 
de reunión y manifestación, sobre la exigencia de la proporciona-
lidad en el uso de la potestad sancionadora de la Administración 
y sobre la contención en el recurso al Derecho Penal.

 En torno a tales cuestiones, y sobre el efecto desalentador 
que puedan tener para el ejercicio normalizado del derecho, se 
observan puntos de discordia no solo entre algunas sentencias de 
los tribunales españoles y la doctrina del TEDH, sino dentro de 
los propios tribunales, y señaladamente en el seno del Tribunal 
Constitucional.  El derecho a la protesta, con sus profundas im-
plicaciones sobre la calidad de la democracia, y sobre la tarea de 
los poderes públicos dirigida a “facilitar la participación de todos 
los ciudadanos en la vida política” (artículo 9.2 de la Constitu-
ción) está en el trasfondo de tales discordias. El tiempo decidirá 
sobre si el derecho a la protesta prosigue su andadura hacia la 
incorporación en el sistema de los derechos, o si tan solo será 
visto como la versión 5.0 (o la que corresponda) de los derechos 
de reunión y manifestación. Al fin y al cabo, como indicó Víctor 
Klemperer, en el Capítulo XX (¿Qué quedará?) de su trascenden-
tal estudio sobre la lengua del Tercer Reich “no es la voluntad y la 
precisión del experto la que decide sobre la adopción generaliza-
da de una palabra nueva, sino el estado de ánimo y la imaginación 
del público”.
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